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RÉGIMEN CONTRACTUAL DEL ESTADO. LA FACULTAD REGLAMENTARIA PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 134 CONSTITUCIONAL NO SE ENCUENTRA SUJETA AL PRINCIPIO DE RESERVA
DE CÓDIGO O DE ORDENAMIENTOS, POR LO QUE PUEDEN COEXISTIR DIVERSAS LEYES
REGLAMENTARIAS.
  
  
El precepto constitucional no sólo establece los contenidos materiales rectores del régimen
contractual del Estado, sino también una cláusula competencial en la forma de un mandato al
legislador para reglamentar los procesos tanto de contratación del Estado, como aquellos
destinados a controlar su debido cumplimiento; de ahí deriva el fundamento de existencia de una ley
reglamentaria. Ello implica que en materia de licitaciones resulte aplicable el principio de reserva de
ley, según el cual dicha materia debe reglamentarse en la ley y no en otras fuentes de inferior
rango. Sin embargo, en la norma constitucional no se consagra el ulterior principio de reserva de
ordenamiento o de código, ya que el precepto constitucional no se dirige a un solo legislador, sino a
una pluralidad de ellos, pues otorga facultades de producción legislativa a los distintos niveles de
gobierno: tanto la Federación, los Estados y el Distrito Federal. Todos estos niveles de gobierno,
mediante sus órganos legislativos, deben reglamentar la norma constitucional, por lo que el
Constituyente no pudo prever que sólo existiera una legislación en la materia, sino una pluralidad de
ellas con distintos ámbitos espaciales de validez. Ahora bien, dentro del ámbito federal, tampoco se
encuentra una razón constitucional que justifique que sólo deba existir un solo código o ley federal
en la materia. Esta conclusión deriva del criterio establecido en los precedentes de esta Suprema
Corte de Justicia de la Nación, según el cual el legislador sólo debe cumplir con un estándar mínimo
de fundamentación por lo que respecta a su competencia, pues basta que considere necesario
regular una situación social y lo haga dentro de los parámetros marcados en la Constitución, sin
vulnerar un principio sustantivo, para reconocer su validez constitucional, sin que esta Suprema
Corte pueda evaluar los méritos de un diseño legislativo en lugar de otro, como sería la
conveniencia de agrupar toda la regulación de una materia en un solo código, o bien, la dispersión
de la regulación en leyes especializadas. Esta decisión corresponde a los hacedores de política
pública, la que, conforme a los principios democrático y de división de poderes, debe entenderse
depositada en la órbita de potestades del legislativo y no del poder judicial.
 
PRIMERA SALA
  
  
Amparo en revisión 192/2014. Transportación Marítima Mexicana, S.A. de C.V. 14 de enero de
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente,
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García
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Sarubbi.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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